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2.

En la ciudad de Dolores, a los dieciséis días del mes de agosto del año dos mil once, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en causa nº 90.694, caratulada: "PME C/ MGJM S/ FILIACIÓN", habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263 del CPCC; 168 de la Constitución Provincial), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores Silvana Regina Canale, Francisco Agustín Hankovits y María R. Dabadie. 

      El Tribunal resolvió plantear y votar la siguiente:

                      C U E S T I Ó N 

       ¿Es justa la resolución apelada de fs. 121/122 y vta.?

                       V O T A C I Ó N 

       A LA CUESTIÓN PLANTEADA LA DOCTORA CANALE DIJO:

I. Vienen los autos a conocimiento del Tribunal en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 124 contra la sentencia interlocutoria de fs. 121/122 y vta.. 

Concedido a fs. 125, quedó sustentado a fs. 128/130, mereciendo réplica de la contraria a fs. 132 y vta..

Mediante el decisorio apelado, se rechazó la excepción de cosa jugada opuesta a fs. 113/114, por considerarla improcedente en el presente proceso de filiación y daño moral.

De ello se agravia el recurrente.  

Manifiesta que la cosa juzgada, derivada de la causa acollarada a los presentes “PMG c/ MG s/ Reconocimiento de Filiación Pat. Extramatrimonial” (Expte. N° 54.930), alcanza a la relación procesal habida entre las partes de autos, por cuanto mediante la sentencia dictada por esta Alzada en aquellas actuaciones, se rechazó la demanda de filiación iniciada por la progenitora de la actual actora, decisorio confirmado por nuestro Superior Tribunal.

Considera que se trata de iguales sujetos activos por cuanto en dicho proceso, la Sra. MP promovió demanda por filiación paterna de la menor MP, en su carácter de madre y en representación de ésta, quien adquirió mayoría de edad y es la actual actora. 

II. Analizadas las constancias de esta causa, como así también la acollarada a la presente, estimo que el recurso de apelación interpuesto no debe prosperar, aunque por fundamentos diferentes a los expuestos por el Juez de la instancia anterior.

a. El proceso formado por la madre de la aquí actora, concluyó con la sentencia dictada por la Suprema Corte el 17 de junio de 2009 (fs. 261/313 del expte. nº 54.930), confirmatoria del fallo de este Tribunal que por falta de prueba adecuada, rechazó la acción de filiación, no habiéndose logrado en el transcurso del proceso, efectuar el análisis de ADN de las personas involucradas. 

Así resumida la cuestión, e interpuesta en este nuevo proceso la excepción de cosa juzgada (fs. 113/114), cabe analizar su procedencia teniendo en cuenta lo particular de la situación que se presenta, así como lo acontecido en ambas actuaciones. 

b. La defensa bajo análisis, descansa en tres supuestos clásicos: identidad de sujetos –aedem personae-; identidad de objeto –aedem res- e identidad de causa –aedem causa petendi-. No obstante ello, como la ley no exige tales requisitos y sin perjuicio de su utilidad para resolver en general la cuestión, en definitiva incumbe al juez apreciar si la litis planteada ya ha sido objeto de anterior decisión entre las mismas partes (art. 345 inc. 6 del CPCC). 

Sobre el punto se ha dicho que lo que importa es que, examinando la situación que se presente en su integridad, puede caracterizarse a la pretensión deducida como coincidente con una ya resuelta por la jurisdicción, evitándose así la reiteración indefinida de juicios y posibilidad del escándalo jurídico (SCBA, Ac. y Sent. 1.977, v. II, p. 392, DJBA v. 119, p. 678).

En autos, se observa que en principio, se encuentran cumplimentados estos vértices; a saber, por un lado el objeto principal que aquí se persigue, sin ninguna duda resulta ser el mismo que el del proceso anterior, esto es, determinar por fin la existencia o no del vínculo paterno filial entre MP y el Sr. MG, siendo coincidente además la causa petendi.
Por su parte, y si bien en aquellas actuaciones fue la Sra. MP quien inició la acción a los fines de lograr la filiación de su hija menor de edad, ello fue en virtud de la representación legal que incumbe a los padres con relación a sus hijos menores (arts. 57 inc. 2do., 128, 254, 286, 264, 274 y concs. del C. Civil), tratándose en definitiva de los mismos sujetos activos.

Sin perjuicio de ello, estamos en presencia de una cuestión particular, en donde la prueba biológica, que se ha vuelto primordial para la solución de este tipo de conflictos, nunca pudo ser llevada a cabo, habiendo finalizado aquel juicio haciendo mérito de la ausencia de esa prueba. En fin, ya sea por la escasa actividad probatoria de la actora como por la resistencia del demandado, nunca se llegó a conocer si existía o no vínculo biológico entre la niña y MG.

Si bien de lo actuado en el proceso referido, no podemos negar prima facie la existencia de cosa juzgada material, lo cierto es que ante la finalidad que persigue este juicio y los avances científicos en la materia que permiten determinar con una precisión casi absoluta el vínculo filial, no podemos sujetar la decisión a aspectos formales que resulten alejados de la realidad. 

Ello así en tanto esa cosa juzgada debe considerarse, en los procesos filiatorios en que no se realizó la prueba de histocompatibilidad, sujeta a una condición resolutoria que es precisamente la realización y el carácter de ese análisis.

Así, cualquiera sea el resultado del proceso filiatorio promovido ya sea por la madre del menor en su carácter de representante legal o por el propio interesado, cuando la prueba de ADN no se concretó, la decisión que rechace la acción o aplique la presunción del art. 4 de la ley 23.511 declarándose la paternidad ficta del demandado, debe supeditarse a la posible realización de esa prueba, que es en definitiva la única que pone luz sobre el tema. 

Ello pues en ejercicio de esa condición, que puede ocurrir por la propia voluntad del demandado o en forma compulsiva, tal como lo dispone la ley 26.549 -que incorporó el art. 218 bis al código procesal penal nacional que autoriza la extracción de sangre de tal forma-, resulta procedente el trámite del presente. 

c. Entiendo que esta solución, además de responder a la realidad de lo acontecido en aquél proceso, atiende también a la entidad de las cuestiones debatidas y sobre todo, en relación a ellas, la imprescriptibilidad e irrenunciabilidad del derecho a reclamar la filiación que surge del art. 251 del CC, como así también el interés público comprometido.

Así, debe ponerse especial énfasis en el derecho a la identidad,  valorando el interés eminente e indiscutible del hijo en ser emplazado en el estado que le corresponde, evitando que su filiación permanezca en la incertidumbre o en el desconocimiento (arts. 75 inc. 22 de la Constitución nacional y 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados). En función de esto, las acciones de filiación no caducan para el hijo, quien tiene la posibilidad de intentarla en cualquier momento de su existencia.

Estamos frente a un interés social que trasciende el de las partes y las cuestiones procesales, pues –como ya dije- se busca proteger el derecho de las personas de acceder a un emplazamiento filial auténtico, respetuoso de su identidad, que conforme la estructura de nuestro ordenamiento jurídico interno, es un derecho fundamental de jerarquía constitucional que exige respeto y consideración en el ámbito procesal (arts. 31, 75, inc. 22 CN).

Así, tanto la Declaración Universal, como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, o el Pacto de San José de Costa Rica, o el Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas, han diseñado un conjunto de reglas y pautas, en el sentido que vengo señalando, protegiendo el derecho a la identidad. 

La Declaración Universal de la O.N.U. dispone en su art. 6 que todo ser humano tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, criterio ratificado por el art. 3 del Pacto de San José de Costa Rica, de similar tenor a lo normado por el art. 16 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de la O.N.U.  El citado artículo, pone énfasis en que los sujetos de derecho son las personas y que los atributos que a éstas se le reconocen son el nombre, el estado civil, la nacionalidad, la identidad, etc.. A su vez, su art. 18 consagra el derecho al nombre, que faculta al hijo a utilizar el apellido de sus padres, típico derecho a la identidad. 

Por tales razones, implicando el orden público un conjunto de principios de orden superior, políticos, económicos y morales, a los que se consideran estrechamente ligadas la existencia y la conservación de la sociedad, no puede en este proceso privilegiarse sobre el mencionado plexo jurídico, la cosa juzgada material, por lo que en definitiva considero debe dejarse subsistente esta acción. Ello en virtud de la búsqueda de la verdad real, que nunca será perjudicial para ninguna de las partes, pudiendo sólo devenir en beneficio de las mismas. 

III. Por lo expuesto, propongo al Acuerdo del Tribunal, rechazar el recurso de apelación interpuesto a fs. 124 y confirmar en lo sustancial el decisorio apelado por los fundamentos expuestos, con costas en esta Alzada al recurrente vencido en virtud del principio objetivo de la derrota. (arts. 68, arts. 57 inc. 2do., 128, 251,  253, 254, 286, 264, 274 y concs. del C. Civil).

VOTO POR LA AFIRMATIVA.

      A LA MISMA CUESTIÓN PLANTEADA EL DOCTOR HANKOVITS DIJO:
En el caso en tratamiento, el demandado alega la existencia de cosa juzgada material por haberse tramitado ya un proceso igual en cuanto que la pretensión ahora articulada posee el mismo objeto y causa que la anterior salvo en el aspecto subjetivo de la misma dado que la ahora accionante, por ser otrora menor de edad y por ello ser incapaz para estar a derecho, fue representada por su progenitora (art. 57 del Cód. Civ.). De allí que pregone que se está reeditando idéntica pretensión.  

La defensa invocada por el accionado conlleva que la decisión de mérito adoptada por la Suprema Corte provincial –que fincó, en prieta síntesis y en definitiva, que la mera negativa a practicarse la prueba de ADN, si bien constituye una presunción grave conforme a la ley, por sí sola no es suficiente para hacer lugar a la acción de emplazamiento filial y en el caso, ante la ausencia de pruebas coadyuvantes de dicha presunción, confirmó la desestimación de la demanda; fs. 261/313- además de inimpugnable (cosa juzgada formal) es inmutable (cosa juzgada material).

Por un lado, no podemos desconocer que los derechos reconocidos en una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada han quedado incorporados al patrimonio y se encuentran protegidos por el art. 17 de la Constitución. Nuestro máximo Tribunal Nacional así lo ha reconocido al sostener que corresponde conferir jerarquía constitucional a la cosa juzgada, en razón de que la inalterabilidad de los derechos definitivamente adquiridos por sentencia firme reconoce fundamento en los derechos de propiedad y defensa en juicio y que la estabilidad de las decisiones jurisdiccionales constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica. (M. 2529. XXXIX.; Magnarelli, César Adrián c/ Misiones, Provincia de y otros s/ cobro de pesos; sent. del  30/08/2005; en Fallos T. 328, P. 3299). El respeto a la cosa juzgada es uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta nuestro régimen constitucional y por ello no es susceptible de alteración ni aún por vía de la invocación de leyes de orden público, toda vez que la estabilidad de las sentencias, en la medida en que constituyen un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica, es también exigencia de orden público con jerarquía superior (CSJN in re  R. 279. XXV.; Roccatagliata, Oscar Juan Lorenzo c/ Instituto Municipal de Previsión Social -IMPS.-, sent. del 01/03/1994; en Fallos T. 317, P. 161).  Mas, por el otro, no podemos dejar de reconocer la tutela constitucional y convencional que posee asimismo el derecho de identidad (arts. 12.2, Constitución provincial; 33 y 75, inc. 22, Const. Nac.) pues la persona tiene el derecho de conocer la verdad sobre su origen y quiénes en realidad son sus progenitores, derecho constitucionalmente tutelado, como prerrogativa implícita contenida en el art. 33 de la Carta Magna nacional (conf. SCBA, C. 85.363, Sent. del 27-8-2008, voto del Juez Pettigiani) y que, en mi criterio, debe prevalecer frente a la colisión entre ambos derechos reconocidos y amparados constitucionalmente.

En efecto, ha sido  también la propia Corte Nacional que ha resuelto que si bien el instituto de la cosa juzgada tiene jerarquía constitucional, en razón de que la inalterabilidad de los derechos definitivamente adquiridos por sentencia firme reconoce fundamento en las garantías de la propiedad y la defensa en juicio, se acepta en forma excepcional y precisamente en resguardo de la verdad material, de la seguridad jurídica y del derecho de propiedad, que dicha inmutabilidad no tiene carácter absoluto  (in re  M. 576. XXXIX; ROR Mussano, María Isabel c/ANSeS s/amparos y sumarísimos; sent. del 06/05/2008; en Fallos T. 331, P. 1116; consid. 8, con cita de Fallos 235- 728; 278-85; 283-66; 308-1985; 327-2321). Y tal circunstancia excepcional la encuentro presente en la especie dado la situación fáctica-legal antes referenciada, máxime tratándose del derecho de una persona de conocer su real origen filiatorio.

Así, si bien la identidad del individuo posee diversas dimensiones (estática, dinámica y cultural), cierto es que el origen es un punto de partida, principio, raíz y causa de una persona, de modo que el derecho de toda persona a identificarse en su unidad y personalidad es una prerrogativa que nace de la propia naturaleza del hombre, comienza por la concreta posibilidad de conocer su origen, a partir del cual edificará su individualidad, y halla amparo en las garantías implícitas o innominadas previstas en el art. 33 de la Carta Magna, así como en numerosos instrumentos internacionales con jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 y 23 Constitución Nacional, arts. 7 y 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño, art. XVII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, art. 6 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, arts. 3 y 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica-, arts. 16 y 24 del Pacto Internacional por los Derechos Civiles y Políticos, art. 10.3 del Pacto Internacional por los Derechos Económicos, Sociales y Culturales); también en nuestra Constitución provincial (art. 12.2 Constitución provincial), y en las leyes de fondo, que reglamentan su ejercicio (arts. 253, 255 y ccdtes. Código Civil; arts. 1, 2, 3, 5, 11 y ccdtes. ley 26.061; arts. 1, 4 y ccdtes. ley 23.511; etc.). SCBA, C. 97.491, Sent. del 23-12-2009, voto del Juez Pettigiani).

Vale recordar además que la cosa juzgada en la cuestiones de estado de las personas en general, y el estado de familia en particular, reviste ribetes propios en cuanto a los límites subjetivos de la misma y en razón del carácter que asume el derecho en cuestión. El estado es un atributo de la personalidad y como tal es único, necesario, imprescriptible, inalienable, intransmisible, indivisible y además de orden público. Por ello la sentencia hace cosa juzgada no sólo contra quienes han intervenido en el proceso sino también erga omnes, excepto contra el legítimo contradictor primario salvo, claro está, que éste haya tomado parte en el juicio.

Por lo expuesto, adhiero con este alcance al voto de la Dra. Canale, y doy el mío también la afirmativa.

LA SEÑORA JUEZ DOCTORA DABADIE ADHIRIÓ AL VOTO DE LA DOCTORA CANALE POR SUS FUNDAMENTOS 

CON LO QUE TERMINÓ EL PRESENTE ACUERDO, DICTÁNDOSE LA SIGUIENTE

                    S E N T E N C I A 

      Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, por  mayoría de fundamentos, los que se tienen aquí por reproducidos se rechaza el recurso de apelación interpuesto a fs. 124 y se confirma en lo sustancial el decisorio apelado, con costas en esta Alzada al recurrente vencido en virtud del principio objetivo de la derrota. (arts. 68, arts. 57 inc. 2do., 128, 251,  253, 254, 264, 266, 267, 274, 286 y concs. del C. Civil; art. 15 Ac. 2514/92). 

      Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.

       FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS          Siguen////

//// las firmas.

MARIA R. DABADIE                 SILVANA REGINA CANALE

                    GASTON DOZO

                 Abogado Secretario
